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AL SENADO DE PUERTO RICO: 


La Comisión de Iniciativas Comunitarias, Salud Mental y Adicción del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, tiene el honor de recomendar a este Alto Cuerpo la aprobación del Proyecto del Senado 71, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que acompaña este Informe Positivo. 

ALCANCE DE LA MEDIDA:


El Proyecto del Senado 71 (en adelante “P. del S. 71”), según radicado, tiene el propósito de crear la “Ley para la Prevención de Muertes por Sobredosis de Opioides de Puerto Rico” a los fines de establecer ciertas protecciones para personas sufriendo una sobredosis que pidan asistencia médica de emergencia; establecer ciertas protecciones para personas pidiendo asistencia médica de emergencia para una persona sufriendo una sobredosis; establecer ciertas protecciones para el uso de naloxona por parte de personas que no sean profesionales de la salud; viabilizar y establecer requisitos para crear un Programa para la Prevención de Sobredosis de Opioides; establecer ciertas protecciones para recetarios y dispensarios de naloxona; y para otros fines.
INDRODUCCIÓN:


Según se desprende de la Exposición de Motivos, del P. del S. 71, Puerto Rico necesita iniciativas sociales para atender el problema de la sobredosis de opioides, es imperativo un cambio de perspectiva hacia la persona que se encuentra sufriendo la sobredosis: enfatizando en el enfoque salubrista, no así en el enfoque criminal. Para poder prevenir, controlar y eliminar el problema de las muertes por sobredosis de opioides es necesaria una nueva estrategia que igualmente reconozca el enorme potencial que tiene la comunidad y las organizaciones comunitarias para combatir el uso problemático de sustancias, ya sea de forma ilícita o el abuso de prescripciones médicas. Los tres pilares de esta nueva estrategia deben ser: 1) una política salubrista, contrario a penalista, hacia las personas que sufren un evento de sobredosis, indistintamente de la procedencia de la sustancia 2) la prevención como prioridad de esta política pública y 3) la importancia de los individuos y organizaciones en envolverse como entes de cambio positivo para sus comunidades. Es importante mencionar que, durante la Decimoctava Asamblea Legislativa se presentó una pieza legislativa de igual alcance y propósito (Proyecto del Senado 341) a la medida en nuestra consideración. El P. del S. 341 obtuvo un Informe Positivo con Enmiendas por parte de la Comisión de Salud del Senado de Puerto Rico y luego un Informe Positivo con Enmiendas por la Comisión de Salud de la Cámara de Representantes. Al finalizar ese trámite quedó pendiente de un Informe de Conferencia. 
ALCANCE DEL INFORME: 

La Comisión de Iniciativas Comunitarias, Salud Mental y Adicción llevó a cabo una Audiencia Pública el miércoles, 3 de marzo de 2021, en el Salón de Audiencias Miguel A. García Méndez. Durante la Audiencia se contó con la participación Carielys Flores López, coordinadora del Proyecto de Prevención de Muertes por Sobredosis de Opioides del Programa Punto Fijo de Iniciativa Comunitaria de Investigación, Dr. Rafael A. Torruella, director ejecutivo de Intercambios PR, Kenneth Romero Cruz, director ejecutivo del   Caucus Nacional Hispano de Legisladores Estatales, Marisol Villegas Del Valle, representante de Madres en Duelo, Dra. Elba J. Guzmán Faría, representante de Madres en Duelo, Dra. Luz Silva Torres, supervisora del Laboratorio de Toxicología Forense del Instituto de Ciencias Forense, Héctor Figueroa Rodríguez, presidente de Hogar Crea Inc. y el Dr. Ismael Figueroa Pastrana, subdirector de Hogar Crea Inc. Por su parte, la Comisión solicitó Memoriales Explicativos a la Oficina de Gerencia y Presupuesto, Administración de Servicios de Salud Mental y Contra la Adicción, Departamento de Salud, Departamento de Justicia, Amor que Sana, Asociación de Compañías de Seguros de PR, Corporación Sanos, Direct Relief y a la Oficina del Procurador del Paciente.
ANÁLISIS DE LA MEDIDA:

Al momento de la redacción de este Informe, contábamos con los Memoriales Explicativos de Intercambios PR, Dr. Glenda O. Dávila Torres por Iniciativa Comunitaria de Investigación, Carielys Flores López por Iniciativa Comunitaria de Investigación, Asociación de Compañías de Seguros de PR, Caucus Nacional Hispano de Legisladores Estatales, Oficina de Gerencia y Presupuesto, Mayra Román por Madres en Duelo, Dra. Elba J. Guzmán Faría por Madres en Duelo, Marisol Villegas Del Valle por Madres en Duelo, Direct Relief, Hogar Crea Inc., Instituto de Ciencias Forenses y la Oficina del Procurador del Paciente. 
Esta Comisión tuvo la oportunidad de recibir en Audiencia Pública el insumo del estado actual de la crisis de opioides en Puerto Rico de parte de expertos en diferentes ámbitos de la materia. Salió a relucir que existe una marcada ausencia de información estadística y de coordinación entre las agencias y entidades dedicadas a manejar los escenarios de sobredosis en Puerto Rico. Por otra parte, gracias al testimonio de unas madres que experimentaron el sufrimiento de haber perdido un hijo a raíz de sobredosis, esta Comisión obtuvo un panorama más claro de los diferentes niveles de daño que ha causado la desatención de los problemas que la presente medida pretende atender.  

RESUMEN DE LOS MEMORIALES EXPLICATIVOS
Intercambios PR
Intercambios Puerto Rico expresó que entre los años 2000 y 2015, Ciencias Forenses reportó 4,172 muertes por intoxicación con sustancias controladas en la isla y solamente entre los meses de julio a diciembre de 2020, la organización ha salvado 74 vidas. La organización comparte que, según las estrategias recomendadas por la Organización Mundial de la Salud, las estrategias claves de salud pública para enfrentar la crisis de opioides y reducir las muertes por sobredosis son: 1) incrementar el acceso a los intercambios de jeringuillas, 2) proveer apoyo y fondos adecuados a los intercambios de jeringuillas que cuenten con programas de prevención de sobredosis, 3) ampliamente proveer naloxona a participantes y sus redes de apoyo a través de los intercambios de jeringuillas y otras organizaciones que se enfoquen en el alcance comunitario a la población en riesgo a una sobredosis (siempre y cuando estas sigan los principios de la reducción de daños y la evidencia científica). 
Habida cuenta de lo anterior, la organización sometió los siguientes señalamientos y recomendaciones: 

· En la Exposición de Motivos, página 3, se lee “La naloxona, a pesar de ser una herramienta importante para combatir la sobredosis de opioides, no es la solución para resolver esta crisis social”, lo que se presta para interpretaciones en contra del proyecto. Sugerimos sustituir la mencionada oración con la siguiente: “El uso de naloxona para prevenir muertes por sobredosis ha demostrado ser efectiva según la evidencia científica, junto con otras prácticas salubristas. De esta forma, la prevención de sobredosis debe responder a una estrategia nacional que atienda el uso problemático de sustancias psicoactivas.” 
· En el artículo 6, subinciso (b)(2), se habla de facilitar y agilizar el acceso de aquellas organizaciones debidamente autorizadas y que cumplan con los requisitos establecidos por la ASSMCA, para que puedan proveer naloxona a participantes. Entendemos que en ese sentido deja fuera otras organizaciones que no necesariamente ofrecen servicios de salud como los son albergues, vivienda, entre otras, de poder tener la naloxona. En estos escenarios organizacionales también ocurren episodios de sobredosis y es importante que el personal de estos proyectos tenga el adiestramiento y la naloxona. 
· En el artículo 6, subinciso (d) entre las instituciones que se les extiende la elegibilidad entendemos que debe incluir organizaciones que ofrecen servicios a personas sin hogar de manera explícita y no dejarlo dentro de la categoría de organizaciones comunitarias. 
· En el artículo 6, subinciso (d)(1)(ii), se extiende la elegibilidad a instituciones policiacas del país. Recomendamos que se priorice a las organizaciones comunitarias para llevar a cabo las responsabilidades que conlleva ser una “organización autorizada por la ASSMCA bajo el Programa para la Prevención de Sobredosis de Opioides”, ya que son más eficaces a la hora de atender a la población en alto de riesgo de sufrir una sobredosis y la población confía en estas organizaciones a diferencia de la Policía de Puerto Rico, instituciones policiacas a nivel municipal y federal. 
· En el artículo 7, Orientación Sobre Sobredosis de Opioides, entendemos que en esta sección se debe incluir orientación y despacho de la naloxona no solo al participante que solicita el medicamento sino además a cualquier otra persona de interés, red de apoyo u organización. 
· Por último, observamos que, en ninguna sección o artículo, hace mención clara de no necesitar una receta para el despacho de la naloxona. En 45 estados de los Estados Unidos la naloxona es dispensada sin receta médica. También sería útil ser explícito sobre el eximir a las organizaciones no gubernamentales de base comunitaria de necesitar solicitar la licencia de botiquín para poder poseer, almacenar, transportar y proveer naloxona en todas sus formas. 

Intercambios Puerto Rico apunta a que las organizaciones no gubernamentales de base comunitaria han estado dando la batalla para poder salvar vidas, asegurar datos fiables de las muertes fatales y no fatales, suministrar naloxona a múltiples comunidades a través de la isla y capacitar a participantes y residentes de las comunidades a mayor riesgo para poder identificar y revertir las sobredosis con poco o ningún apoyo gubernamental. Señalan además que han atestiguado cómo este proyecto se ha sometido durante las pasadas dos administraciones sin lograr que se apruebe por la falta de voluntad política y la perpetuación de modelos punitivos no salubristas que solo redundan en más muertes por sobredosis en Puerto Rico. Por todo lo cual Intercambios Puerto Rico prestó su aval al Proyecto del Senado 71 con las observaciones y recomendaciones que sometieron.
Iniciativa Comunitaria de Investigación
Iniciativa comunitaria entiende que el P. del S. 71 cubre aspectos de gran relevancia para la prevención de muertes por sobredosis de opioides al minimizar las intervenciones punitivas cuando ocurre un evento de sobredosis a una persona que usa opioides lícitos e ilícitos con fines no médicos y garantizar el acceso a naloxona. La organización informó que las sobredosis son las causas principales de muertes accidentales en los Estados Unidos de América y que en estos años los opioides han sido los protagonistas de estas muertes. Amparados en esta realidad, Iniciativa Comunitaria enumera los siguientes elementos como importantes en la respuesta de salud pública a la crisis de opioides:
· La prescripción de opioides de manera racional y conforme a las directrices basadas en pruebas científicas. 
· La adopción de estrategias eficaces para comunicar riesgos.
· La eliminación del estigma para garantizar un acceso sin trabas al tratamiento de los trastornos que acarrean el uso de opioides.
· Difusión de las mejores prácticas y de la información sobre los análisis de tendencia.
· Acceso a la naloxona y a la terapia de sustitución de opioides (por ejemplo: metadona y buprenorfina).

Asociación de Compañías de Seguros de Puerto Rico, Inc., (ACODESE)
La Asociación de Compañías de Seguros de Puerto Rico, Inc entiende la importancia de la política pública establecida en esta medida, así como la emergencia que representa el alza en sobredosis por opioides en Puerto Rico. De igual forma, reconocen el papel importante que tienen las organizaciones comunitarias en la educación y prevención del uso de estas sustancias, así como la ayuda que brindan a aquellas personas que han sufrido de sobredosis por opioides.

La Asociación trae a nuestra consideración el SUPPORT for Patients and Communities Act (conocido como SUPPORT Act), cuyo propósito es la prevención del abuso de opioides, así como hacer más accesible el tratamiento para personas que incurran en uso y abuso de opioides. Esta legislación aumenta la cantidad de fondos originalmente otorgados por el Comprehensive Addiction and Recovery Act, del año 2016, para contrarrestar los efectos de la epidemia causada por el uso y abuso de opioides. La Sección 7002 del SUPPORT Act provee para el aumento de fondos destinados al entrenamiento de profesionales de la salud y primeros respondedores en cuanto al manejo de medicamentos como la naloxona, así como para la educación sobre los efectos de las diferentes sustancias derivadas de los opiáceos. 
Por otra parte, la Orden Administrativa 402, para “autorizar a las Farmacias la venta sin receta, y autorizar el Uso por Personal de Servicios de Salud de Primera Ayuda, del Medicamento Naloxona”, adoptada por el Departamento de Salud, provee para el despacho y venta sin receta, a adultos, del medicamento naloxona, en sus versiones intranasal y autoinyectable. Además, exige a toda farmacia que distribuya o venda el medicamento naloxona a registrar las ventas del mismo y brindar dicha información al Departamento de Salud.
Por otra parte, el Centers for Medicare and Medicaid Services (“CMS” por sus siglas en inglés), ha establecido el requerimiento, a aseguradores grupales comerciales, de informar y referir los datos de farmacia a un repositorio para que el Gobierno Federal identifique y monitoree tendencias. La información a reportarse es de aquellos beneficiarios de Medicare que aún están empleados o se encuentran bajo la cubierta de un plan familiar. Esta información incluye, entre otras cosas, el despacho de opioides, así como de medicamentos para el tratamiento o ayuda para una sobredosis de opioides, como la naloxona. Este requisito fue efectivo el 1 de enero de 2020.
El 8 de agosto de 2020, la Oficina del Inspector General del Departamento de Salud de Estados Unidos publicó un informe donde indica que, en cuanto al programa de Medicare, hubo un alza en el despacho de naloxona, así como en el uso del Medication-Assisted Treatment (“MAT”, por sus siglas en inglés) para el tratamiento del uso y abuso de opioides. Por otro lado, dicho informe indica que la cantidad de beneficiarios de Medicare que ha recibido recetas para el despacho de opioides, ha disminuido. Sin embargo, el mismo informe concluye que a pesar de la disminución de recetas para el despacho de opioides, con la pandemia por COVID-19 se ha registrado un incremento en muertes por sobredosis de estas sustancias en algunos estados.

Así las cosas, la Asociación entiende que la presente medida provee una herramienta importante para atender la crisis de salud pública que representa el uso y abuso de opioides en la Isla. No obstante, esta brindó deferencia a la opinión de la Administración de Servicios de Salud Mental y Contra la Adicción (“ASSMCA”) y el Departamento de Salud.
Caucus Nacional Hispano de Legisladores Estatales (NHCSL)
El Caucus Nacional Hispano de Legisladores Estatales expresó su apoyo al Proyecto del Senado 71, el cual busca adelantar materialmente los mismo fines y mecanismos que los legisladores estatales hispanos a través de os Estados Unidos que se suscribieron a la Resolución Número 2018-17, Increasing Access to Life-saving Treatments and Devices to Combat Opioid-related Mortality and Dependency, de la Cumbre Anual del NHCSL llevada a cabo el 8 de diciembre de 2018 en San Diego, California. 
No obstante, en aras de crear un mejor y más completo proyecto, la organización recomienda los siguientes cambios:
· Disposición en la Línea 4 de la página 12 — El P. del S. 71 no protege a la persona que pide ayuda para sí misma (o que tiene un aparato electrónico que causa una petición de ayuda para la persona). De hecho, parecería que la persona que está sufriendo la sobredosis no estaría protegida nunca porque la protegida es la persona que llama a buscar asistencia médica. El problema con esta redacción es que la persona que está sufriendo la sobredosis, desconociendo la severidad del evento o prefiriendo la muerte a la prisión, pudiera evitar buscar ayuda para sí misma o pudiera convencer a un tercero de que no busque ayuda, con tal de evitar ser procesada. Incluso el testigo, sin que intervenga la víctima, pudiera titubear innecesariamente. Además, una persona susceptible a una sobredosis pudiera escoger no tener un aparato que monitoree sus signos vitales y que cause una llamada de emergencia ante ciertos síntomas por las mismas razones. Sin los cambios recomendados, este efecto da al traste con la política pública de protección que precisamente el P. del S. 71 declara para el beneficio y seguridad de aquellas personas que sufran una sobredosis de opioides.
· Por la manera en que está redactado el inciso (a) (líneas 17 y 18 de la página 10), la inmunidad que ese párrafo quiere conceder pudiera serle negada a personas que solicitan ayuda médica pensando que se trata de una sobredosis de opioides que luego resulta ser otra cosa, incluyendo una sobredosis de una sustancia distinta. En específico, el inciso (a) habla de “Una persona que, de buena fe, procure asistencia médica para cualquier persona experimentado (sic.) una sobredosis de opioides...” Una mejor redacción sería “Una persona que procure asistencia médica para cualquier persona, incluyendo ella misma, que de buena fe se pudiera pensar que está experimentando una sobredosis de opioides...” o “Una persona que procure asistencia médica para cualquier persona, incluyendo ella misma, que aparente estar experimentando una sobredosis de opioides...” o palabras similares que dejen claramente establecido que no hay que hacer un diagnóstico certero antes de llamar a pedir ayuda. Sin duda esto tendrá el efecto de proteger a personas que están en contacto con sustancias más allá de los opioides, pero, como en momentos de emergencia el requisito de certeza puede hacer la diferencia entre la vida y la muerte, es preferible errar por proteger demás que por proteger de menos la vida de un ser humano.

Finalmente, NHCSL señala que el Proyecto del Senado 71 no atiende un ángulo que guarda estrecha relación con los objetivos del mismo y que sus miembros, legisladores estatales de todo Estados Unidos y Puerto Rico, entendieron que era parte integral de la solución cabal a la crisis de muertes causadas por los opioides, a saber, el monitoreo electrónico voluntario en el hogar de ciertos signos vitales de las personas susceptibles a repercusiones relacionadas al uso de opioides; por lo que recomiendan incluir lenguaje que atienda esta necesidad.
Oficina de Gerencia y Presupuesto (OGP)

Luego de reconocer el loable interés de la iniciativa propuesta, la Oficina de Gerencia y Presupuesto señalo que ASSMCA ya cuenta con el Comité Asesor de Prevención de uso y abuso de substancias que está compuesto por representantes de 24 agencias u organizaciones gubernamentales y no gubernamentales. Por tanto, la OGP sugiere que la ejecución del programa propuesto o su funcionalidad bien podría llevarse a cabo dentro de algunas de las unidades existentes de la agencia.

 Por otra parte, la OGP reseñó el más reciente esfuerzo por parte del Gobierno, en el mes de agosto de 2020, cuando el Departamento de Salud anunció un “grant” o financiamiento mediante propuestas para prevención de sobredosis; añadiendo que es importante que se puedan generar y mantener canales de comunicación y coordinación efectivos entre las entidades gubernamentales correspondientes. Esto, con el propósito de poder maximizar las alternativas disponibles y que los servicios de educación y prevención puedan estar accesibles.

Finalmente, desde el punto de vista presupuestario, la OGP señaló que la presente medida no asigna recursos. En ese sentido, consideran que el ASSMCA debe indicar si la creación del propuesto programa conllevaría costos adicionales a su presupuesto asignado y el impacto presupuestario del mismo. Por consiguiente, en cuanto a las disposiciones sustantivas del Proyecto, la OGP brindo deferencia a los comentarios que las agencias con peritaje tengan a bien presentar.
Mayra Román Díaz (Madres en Duelo)
La Sra. Mayra Román Díaz se expresó como madre en duelo de una víctima del trastorno por uso de substancias. Mediante la aprobación de este proyecto, la Sra. Román espera que se promuevan mecanismos que eviten la muerte de una persona por una sobredosis a opioides al poder facilitar la administración del fármaco naloxona y de esta manera evitar a otras familias el dolor que conlleva la pérdida de la vida de un ser querido.
Luego de que Sra. Román narrara su historia personal como madre de una persona que sufrió de adicción a sustancias controladas, hizo referencia a un comunicado emitido el 17 de enero de 2019 por el Dr. Scott Gottlieb, pasado Comisionado del Food and Drug Administration, mediante el cual se presentó a dicha agencia una declaración para el despacho de naloxona de “venta libre” (over de counter) para facilitar la compra del medicamento y así reducir las muertes por sobredosis de opioides. Entiende que, de aprobarse esta política a nivel de los Estados Unidos, también podría ser considerada para Puerto Rico como una posible enmienda a la ley, pues facilitaría el despacho de naloxona y de esta manera se podrían salvar más vidas.
La Sra. Román concluyó expresando que el Proyecto del Senado 71 responde al componente médico del problema de la adicción y su aprobación contribuirá significativamente a salvar vidas preciosas e insustituibles como lo es la de mi amado hijo.

Dra. Elba J. Guzmán-Faría (Madres en Duelo)
La Doctora Guzmán-Faría compareció como Madre que sufrió la pérdida de un hijo a causa de su adicción a sustancias controladas motivada por la devastadora epidemia que está atravesando la nación de los Estados Unidos (ya alcanza niveles de pandemia al penetrar países como Australia, Canadá, Reino Unido, el Continente Asiático y Latinoamérica) y ha trastocado la calidad de vida de los puertorriqueños. 

Según Guzmán-Faría, está epidemia ha sido clasificada por médicos científicos como “la peor epidemia de salud pública creada por el hombre en toda la historia de la medicina moderna”. Puerto Rico sigue en negación mientras 200 personas aproximadamente siguen muriendo diariamente en Estados Unidos, incluyendo a puertorriqueños. Mueren puertorriqueños tanto en la Isla como en la diáspora. La mayoría de estas muertes son de jóvenes menores de 25 años. Según datos del CDC, más de 72,000 personas murieron en el 2017 y sobrepasaron los 73,000 en el 2018. Sin embargo, indica que en el país no tenemos una campaña agresiva y efectiva de salud pública y siguen personas muriendo a diario desde que entró el Fentanilo en la isla, aproximadamente a principios de 2017.
La doctora compartió como su hijo murió en su vehículo (por el relato que le hiciera el joven que andaba con él) y lo movieron a otro vehículo donde lo llevaron al hospital, ya sin vida. Esto con el claro fin de dejar atrás todo rastro de evidencia que pudiese incriminar a los involucrados. Si la “Ley para la Prevención de Muertes por Sobredosis de Opioides de Puerto Rico” hubiese existido para el 2 de agosto de 2017, tal vez su hijo aún estuviera vivo. La Naloxona hubiese estado accesible y el tiempo utilizado en ocultar evidencia incriminatoria se habría utilizado para salvar su vida, sin temor a ser arrestados en ese momento.
Según vertió la Sra. Guzmán-Faría, en los últimos años, líderes en al menos 33 estados han adoptado pautas, límites u otros requisitos para prescribir opiáceos. La mayoría de estas leyes se aprobaron en 2017, lo que sugiere que más estados adoptarán dichas restricciones en un futuro cercano. Puerto Rico, como territorio de Estados Unidos, debe unirse a estos esfuerzos. Nuestros seres queridos mueren porque dejan de respirar, muchas veces solos, especialmente la población de viejos y creemos que murieron de un fallo respiratorio o cardiaco sin indagar en sus verdaderas causas. Un estudio reciente encontró que, desde 2001 hasta 2017, la epidemia de opioides ha costado un trillón de dólares a los Estados Unidos y proyecta que le costará otros $500 billones para el 2020. Estos estudios se realizaron antes de la pandemia del Covid-19, la cual ha sido un acelerador de las muertes por intoxicaciones.

Por último, la Sra. Guzmán expresó que la adicción es una enfermedad crónica del cerebro, que llega a ser terminal de no recibirse tratamiento; por lo que expresó su aval al proyecto.

Sra. Marisol Villegas Del Valle (Madres en Duelo)
Marisol Villegas ofreció su perspectiva como madre en duelo de un joven que sufrió la enfermedad crónica del trastorno por uso de substancias. Durante su experiencia laboral ha sido espectadora de las dinámicas relacionadas a sobredosis. 

Según la Sra. Villegas Del Valle, tanto en las calles como en hogares, en las casas de familias puertorriqueñas mueren, no “adictos” como comúnmente les llaman; sino hijos, padres, hermanos; en fin, seres queridos y que significan algo para alguien. Hoy día mueren por droga contaminada con fentanilo. Tal vez la historia hubiese sido distinta para muchos de ellos si hubiesen tenido a la mano la Naloxona, el antídoto para una intoxicación de opioides. 
La Sra. Villegas finalizó su aportación confiada de que con la aprobación de la “Ley para la Prevención de Muertes por Sobredosis de Opioides de Puerto Rico” podamos disminuir las muertes por intoxicaciones de opioides.
Direct Relief

 En Puerto Rico, Direct Relief lleva sobre diez años proveyendo ayuda a entidades locales dedicadas a una variedad de labores comunitarias relacionadas a la salud. Mediante su experiencia de campo, Direct Relief ha confirmado la necesidad que existe de mejorar el acceso a servicios médicos de las personas que sufren de adicción y el apoyo a las organizaciones que les sirven. Más aún, han visto cómo la necesidad ha aumentado después del paso del Huracán María, los terremotos que han impactado a los municipios del sur y con la situación del Covid-19.
Hogar Crea, Inc. 
Hogar Crea apoyó la iniciativa de distinguir entre el que la distribuye, cultiva y la persona que utiliza las sustancias para uso personal por su problema de trastorno por uso de sustancias. Según la organización, desde el punto de vista biológico, la adición es una enfermedad del cerebro que conlleva en la mayoría de casos problemas de conducta que deben ser abordados a través de un método bio-sicosocial espiritual.

Hogar Crea reseñó que legislación del estado de Nueva York permite a las personas obtener, transportar y administrar Naloxona. Una vez registrados, los programas reciben naloxona gratuita del Departamento de Salud de la Ciudad o del Estado para su distribución. Este modelo pudiera ser implementado en Puerto Rico con las organizaciones sin fines de lucros y farmacias.

Como sugerencias, Hogar Crea señala que:

· Se debe permitir el uso y el suministro de naloxona a personas que trabajen en entidades que atienden la población de personas con uso problemático de drogas y se les permita a los usuarios tener este medicamento para salvar a sus compañeros.
· Se incluyan en la Ley del Buen Samaritano o doctrina del Buen Samaritano, Ley 139 de 1976, las organizaciones sin fines de lucro sean una fuente de suplido de naloxona en forma gratuita.
· Se le asigne el presupuesto para que esta medida se pueda aplicar
· Que exista una lista accesible a los usuarios sobre la disponibilidad que no solo se publique en la internet, sino que se lleve la información a los lugares frecuentados.
· Que la naloxona esté disponible a los usuarios y no tener que esperar por los primeros respondedores, como se hace ya en estados como Pennsylvania y New York.
· Que se añadan los grupos pares como primeros respondedores en caso de una sobredosis. 
Hogar Crea concluye expresando que, de considerarse las recomendaciones propuestas, entienden que la medida podrá salvar muchas vidas.
Instituto de Estadísticas de Puerto Rico

Según la información ofrecida por el Instituto de Estadísticas de Puerto Rico, anualmente en Puerto Rico se reportan aproximadamente de 30,000 a 36,000 muertes, de las cuales 5,000 a 6,000 son referidas al Instituto de Ciencias Forenses. Un total de aproximadamente 2,500 a 3,000 son referidas al Laboratorio de Toxicología Forense para realizarles análisis químicos, con el fin de determinar la presencia de drogas que podrían estar relacionadas al deceso. Aproximadamente el 69% están relacionadas al uso de drogas. Dentro de ese porciento podemos establecer que durante el 2019 el 40% estuvo relacionado a cocaína, 24% a Cannabinoides, 5% a Benzodiacepinas, menos del 1% a Barbitúricos y el 30% fueron opiáceos de los cuales el 33% fue Fentanilo. Durante el 2020 el 39% estuvo relacionado a Cocaína,11% a Cannabinoides, 3% a Benzodiacepinas, 5% a Barbitúricos y el 41% estuvo relacionado a opiáceos y de estos el 43% directamente a Fentanilo. Observando un incremento de 10% de un año a otro. El incremento en muertes relacionadas al uso de Fentanilo ha sido significativamente mayor en los últimos 3 años. Representando aproximadamente el 45% de las muertes relacionadas al uso de opioides.

El Instituto concluyó añadiendo que, si bien es cierto que la intervención con Naloxona puede salvar vidas, no debemos olvidar que la educación a la comunidad al respecto debe ser incluida en esta iniciativa. Recordando cuán importante es saber cómo utilizar las herramientas adecuadamente para tener los resultados esperados. Por otra parte, se debe reconocer que la dependencia a las drogas es una enfermedad que requiere de un tratamiento articulado para poder rehabilitar a los afectados. Por tal razón el Instituto entiende que se debe considerar un programa de rehabilitación obligatorio para aquellos que cometan actos delictivos que sean sentenciados a cumplir cárcel, en vez de ser confinados con la población general. Además, debe establecerse un plan estratégico calendarizado, con metas a corto y mediano plazo para desarrollar estrategias de prevención, las entidades de base comunitaria serian un recurso que se podría evaluar.

Oficina del Procurador del Paciente (OPP)
La Oficina del Procurador del Paciente compartió que, según reportado por el National Institute on Drug Abuse, más de 90 estadounidenses mueren diariamente por sobredosis de opioides. Por otra parte, los Centros para el Control y Prevención de Enfermedades (Centers for Disease Control and Prevention, CDC) estiman que la carga económica total derivada del abuso de opioides recetados es de alrededor de $78,500 millones por año, lo que incluye los costos de atención médica, la pérdida de productividad, el tratamiento de la adicción y los costos de intervención de la justicia penal.

La OPP entiende que la medida de referencia es de suma importancia ya que busca atender la crisis de salud pública que enfrenta nuestra Isla con el uso de opioides y las sobredosis como resultado de esto. La Oficina del Procurador del Paciente reconoce como indispensable el que se creen programas educativos para combatir las sobredosis y lograr una mayor distribución de la naloxona para que personas que no sean profesionales de la salud puedan distribuir y administrar dicho medicamento. De igual forma, apoyan el que un testigo pueda brindarle asistencia médica a una persona con sobredosis sin temor a ser procesado criminalmente o víctima de represalias.
La Oficina del Procurador del Paciente endosa la aprobación de la presente medida legislativa, no sin antes sugerir que las Organizaciones Autorizadas a participar del programa también reciban adiestramientos sobre resucitación cardiopulmonar.
IMPACTO FISCAL MUNICIPAL:


En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Iniciativas Comunitarias, Salud Mental y Adicción del Senado de Puerto Rico no solicitó comentarios al Centro de Recaudaciones de Ingresos Municipales (CRIM) ni a la Oficina de Gerencia Municipal, toda vez que el Proyecto del Senado 71 no impone una obligación económica en el presupuesto de los gobiernos municipales.  
CONCLUSIÓN: 

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Iniciativas Comunitarias, Salud Mental y Adicción del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomiendan la aprobación del Proyecto del Senado 71, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que se acompaña.
Respetuosamente sometido,

José A. Vargas Vidot 

Presidente 

Comisión de Iniciativas Comunitarias, Salud Mental y Adicción 


